
	
   	
   	
  

 

 

TRABAJO FIN DE GRADO 
 

 
 
 

 
MEMORIA FINAL 

  
GRADO EN  DERECHO 

 
CURSO 2015-2016 

 
 

OBJECIÓN DE CONCIENCIA A 
TRATAMIENTOS MÉDICOS 

 

 

Autor/a: Carlota Sales Solé  

Tutor/a: M. Teresa Areces Piñol 

Data: 19 de mayo de 2016 
	
  



	
   	
   	
  

Resumen:  

La objeción de conciencia se trata de un fenómeno relativamente moderno que se ha 

manifestado con fuerza en los últimos años, aunque sus precedentes son antiguos. Ante la 

aparición de algunas exigencias morales en conflicto con determinadas obligaciones 

legales, ha ido surgiendo la objeción de conciencia a tratamientos médicos. En esta 

colisión entran en juego diferentes derechos como el de libertad religiosa, en 

contraposición con el interés positivo por parte del Estado, y su responsabilidad de 

salvaguardar la vida de sus ciudadanos. Ante la escasa ordenación de la ley sobre este 

ámbito, la jurisprudencia es la que ha marcado las pautas, y es su postura la que se analiza 

en dicho trabajo a través de los distintos sujetos que pueden verse condicionados por la 

objeción de conciencia a tratamientos médicos, juntamente con la Circular de la Fiscalía 

del Estado, que ha supuesto un adelanto en la regulación de este tipo de objeción de 

conciencia.  

 

 

Palabras clave: Objeción de conciencia a tratamientos médicos; menor de edad; mayor de 

edad capaz e incapaz; Testigos de Jehová; Circular 1/2012 Fiscalía General del Estado.   
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1. Introducción 

 

La elección de la objeción de conciencia a los tratamientos médicos para este trabajo tiene 

como motivo el interés que despertó en mi una sentencia relacionada con ésta materia al 

estudiar la asignatura de Derecho Eclesiástico del Estado. En ese momento no tuve la 

oportunidad de profundizar en el tema, y ahora, aprovechando el Trabajo de fin de Grado, 

creo que es el momento para que pueda estudiarlo con un poco más de profundidad. 

 

La objeción de conciencia representa uno de los aspectos más difíciles de regular en un 

estado de Derecho, ya que la conciencia es un elemento muy importante con el que a veces 

debe enfrentarse la ley, teniendo presente que el derecho a la libertad de conciencia es 

fundamental en un estado democrático.  

 

La objeción de conciencia es una materia transversal que puede ser analizada desde 

muchos ámbitos jurídicos, éticos y filosóficos. Por este motivo, iniciamos este trabajo 

estudiando el concepto, naturaleza, orígenes y clases de objeción de conciencia a los 

tratamientos médicos. Ello nos permitirá situarnos en el tema objeto de este trabajo y 

podremos comprobar como esta objeción de conciencia plantea situaciones en las que las 

convicciones morales y religiosas de determinadas personas conllevan la negativa a recibir 

determinados tratamientos médicos aun siendo conocedoras que su vida puede estar en 

peligro.   

 

En la actualidad, vivimos en una sociedad multicultural, donde personas de diferente 

origen y con diferentes religiones y convicciones conviven juntas. Así mismo, no podemos 

olvidar que la medicina en los últimos años ha evolucionado considerablemente y que 

algunos de los nuevos tratamientos médicos pueden llegar a plantear conflictos de 

conciencia a personas que profesen determinadas confesiones religiosas y les impide llevar 

una vida acorde con lo que establecen algunas creencias religiosas.  

 

Uno de los apartados de este trabajo está dedicado al estudio del Derecho comparado pues 

hemos considerado necesario ver como la objeción de conciencia a los tratamientos 

médicos es regulada en otros ordenamientos jurídicos y, cual es, en su caso, el tratamiento 

que la jurisprudencia da a los supuestos que se plantean.  
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El objetivo de este trabajo es profundizar en las objeciones de conciencia a los tratamientos 

médicos y estudiar cual es la solución que los ordenamientos jurídicos dan a los conflictos 

planteados entre derecho y moral y, en el caso que no exista regulación jurídica, analizar 

las resoluciones jurisprudenciales en cada caso concreto.  
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2. Conflicto entre Ley y Conciencia 

 

Desde la Grecia antigua se advirtió que podía llegar a surgir un conflicto entre ley positiva 

y la conciencia.  

 

En la conexión entre moral y derecho hay diferentes corrientes, entre las cuales cabe 

destacar dos de las más importantes: El iusnaturalismo y el positivismo jurídico.   

 

Para el iusnaturalismo, hay una sumisión del derecho a la moral, es decir, el derecho debe 

recoger las normas morales y positivarlas. Por lo que, el derecho es valido en la medida en 

la que responde a la moral de la sociedad que regula.  

El iusnaturalismo esta formado por dos elementos esenciales: La moral y el derecho. 

• La moral como fundamento esencial del derecho, tanto en su aspecto justificativo 

como operativo.  

• Si el derecho no se ajusta a la moral, tanto su contenido normativo como su 

operatividad, no tiene validez.  

Para el positivismo, la moral y el derecho son bloques independientes y muy diferentes, 

aunque actualmente se reconoce que existe una conexión entre moral y derecho, como 

expone Hart en “El Concepto de Derecho”1.  Este autor describe los puntos de conexión 

como: «el derecho de todo estado moderno muestra en mil puntos la influencia tanto de la 

moral social como de ideales morales más amplios. Estas influencia penetran en el derecho 

ya abruptamente y en forma ostensible por la vía legislativa, y en forma silenciosa y poco a 

poco a través del proceso judicial2». 

 

Para empezar se debe considerar que una persona requiere de la conciencia, pues sin ella 

no podría ser sujeto. Eso tiene su importancia en el ámbito jurídico, pues el sujeto sin 

conciencia no sería capaz de obrar jurídicamente. Tanto el naturalismo como el 

positivismo disuelven la subjetividad.  

 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
1 H. L. A. Hart, El concepto de derecho, p. 230. En él señala que: “en ningún sentido es necesariamente 
2 Ibídem, pp. 251-252.	
  



	
  
	
  

   4	
  

La doctrina liberal, está obligada a identificar la conciencia como un impulso: «es bueno y 

justo lo que el individuo «advierte» como tal y malo e injusto lo que el mismo individuo 

«siente» tal»3. La conciencia es la ley por sí misma, sin ella los actos no tendrían 

naturaleza y las obligaciones serían sin causa. Por tanto, en este supuesto la conciencia se 

basta sola, y la ley se podría decir que es distante y enemiga de ésta. Aún así, cabe destacar 

que el naturalismo se sirve de la ley para defender su libertad.  

 

Por otra parte, la doctrina positivista solo prevé la conciencia contradictoriamente, para 

este elemento, la norma equivale a la fuente del Derecho que es el poder. Por lo que el 

positivismo anula la conciencia.  

 

Para poder hablar de ley y conciencia se debe hacer una consideración realista de las cosas 

y del ser humano. El hombre puede elegir hacer el bien o el mal, pero no puede elegir 

cambiar su naturaleza sobre lo que es justo y lo que es injusto.  Así pues, la conciencia 

pertenece y acompaña al individuo como una propiedad del ser humano que, por su 

naturaleza, lo hace sujeto4.  

 

Por tanto, la conciencia o moral es aquello que representa algo intocable o sagrado para un 

sujeto, y es por eso que debe ser respetada. Ni siquiera el Estado puede pasar por encima, 

aunque no significa que la conciencia tenga absoluta libertad para realizar todo lo que 

quiere. Por lo que se podría decir que, la conciencia no nace de la voluntad de un sujeto, 

sino que deriva de la ley que lleva implícita que le impone la conclusión correcta dentro de 

unos límites. 

 

La conciencia, pues, es el lugar donde la ley se manifiesta, pero no es la fuente de la ley. 

La ley es una condición de la conciencia. Sin ley, por tanto, no se puede hablar de 

conciencia. Debe haber una obediencia a la ley y un deber de conciencia, la conciencia 

debe obedecer, y sobretodo en el ámbito de la moral y la política.  

 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
3 AYUSO, M. (2010): Estado, Ley y Conciencia, Madrid, Barcelona y Buenos Aires, p. 213.    
4 Ibídem, p. 214.   	
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La obediencia está ligada a la ejecución, la conciencia debe obedecer a la ley. En caso de 

que la norma positiva entre en conflicto con la ley natural, debe obedecerse a la última. En 

este supuesto entraría en juego la objeción de conciencia. 

Respecto a la ley, puede ser imperfecta (y lo es en muchos supuestos), pero nunca puede 

ser injusta. Lo que caracteriza a la ley es la existencia de un orden justo, independiente de 

la arbitrariedad del ser humano. Por lo tanto, de estas aclaraciones pueden derivar algunas 

afirmaciones5: 

 

1. La conciencia es ley, pero no es la ley. Eso es, la conciencia es la norma de conducta de 

un sujeto pero con la condición o los límites de que ésta conducta sea recta y cierta. La 

conciencia no podría ser así si no aceptase la ley natural.  

 

2. La ley no es «límite» para la conciencia, no es ni tan si quiera condición. La ley es un 

mandato soberano, y como tal, puede tener el riesgo de ser un mandato irracional que 

puede llegar a afectar la conciencia (y así sucede a veces), y eso hace aparecer la objeción 

de conciencia.  

 

La objeción de conciencia representa uno de los aspectos más difíciles de regular en un 

estado de Derecho, eso es porque la conciencia es un elemento muy completo y 

complicado al que se enfrenta la ley. La objeción choca con la libertad de actuación del 

sujeto de acuerdo con sus convicciones además de la igualdad de los ciudadanos ante la ley 

y su obligación de cumplirla.  

 

 

 

 

 

 

 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
5 Ibídem, pp. 219 y 220.	
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3. Objeción de conciencia 

3.1. Perspectiva histórica 

 

La objeción de conciencia no es un tema nuevo, lleva siglos planteándose desde diferentes 

perspectivas y creencias. Se pueden encontrar muchos supuestos de objeción de conciencia 

a lo largo de la historia. El primer caso que podemos encontrar es el de Sócrates6, quien 

antepone la conciencia personal, la cual le guía en lo bueno y lo verdadero, a las leyes de la 

Polis.  

En la antigüedad también se puede encontrar en la obra de Sófocles, Antígona, la cual se 

niega a obedecer al rey Creonte que no le permite dar sepultura a su hermano, 

argumentando «no pienso en absoluto que los decretos de un mortal como tú tengan 

suficiente autoridad para prevalecer contra las leyes no escritas, que son obra inmortal de 

los dioses»7. Así pues, se declara en contra del mandamiento del rey para guiarse por la 

naturaleza humana, obedeciendo a los dioses.  

También se encuentran ejemplos en los judíos del antiguo testamento o los primeros 

cristianos, éstos últimos se niegan a seguir órdenes injustas y a rendir culto al Cesar en las 

ceremonias, también se niegan a sacrificar dioses paganos.  

Pero es en la década de los años 50 del siglo pasado cuando surge el primer movimiento de 

conciencia que adquiere relevancia, en el ámbito de objeción al servicio militar obligatorio. 

El primer caso, surge en relación con los testigos de Jehová que se niegan a realizar el 

servicio militar obligatorio, como consecuencia de ello son condenados a penas de seis 

meses a seis años de prisión por desobediencia. Una vez cumplida la condena se les volvía 

a llamar, si se negaban de nuevo volvían a ser condenados, se conocía como la «condena 

en cadena». 

Más adelante, en las décadas de los 60 y 70 del siglo pasado surge la Comunidad del Arca. 

Esta comunidad planteaba la objeción de conciencia pero desde una perspectiva no 

violenta, mediante cartas al Ministerio de Defensa pidiendo una alternativa al servicio 

militar obligatorio.  

En 1970 se presenta el primer proyecto de Ley de Objeción de Conciencia en las cortes, 

pero la Comisión de Defensa Nacional no lo considero, pues era un atentado a la 

conciencia nacional.  
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
6 Associació catalana d’estudis bioètics: http://www.aceb.org/oc/oc.htm 
7 Sófocles, Antígona. Se sitúa en la ciudad de Tebas, donde la protagonista, Antígona, entierra a su hermano 
contraviniendo el decreto del Rey Creón, alegando que tiene en su conciencia una ley superior. 
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Es en 1971 cuando aparece el “caso Beunza8”, en el que unos jóvenes se declaran objetores 

de conciencia con razones éticas, aunque realmente eran motivos políticos. Pepe Beunza, 

iniciador del movimiento, es detenido y sufre condenas en cadena y eso provoca grupos de 

apoyo a la objeción de conciencia y la creación de una campaña internacional para su 

apoyo. 

Dos años más tarde se reforma el código de justicia militar y se incluye la negativa de la 

prestación del servicio militar obligatorio, con penas de 3 a 4 años. En 1974 se inicia el 

proyecto “Voluntariado para el Desarrollo” creado por Pepe Beunza y Gonzalo Arias, que 

tiene como finalidad que aquellos jóvenes que realicen 2 años de voluntariado quedaran 

exentos del Servicio Militar Obligatorio, que fue presentado ante el Gobierno, el que se 

limitó a confirmar su recepción, pero la objeción siguió sin reconocerse.  

En 1976 se aprueba el Real Decreto sobre Objeción de Conciencia por motivos religiosos 

que incorpora un Servicio cívico de 3 años, aunque este decreto no fue bien recibido por 

parte de los objetores que querían mayor reconocimiento, y surge, en 1977, el Movimiento 

de Objeción de Conciencia (MOC). 

 

Un año más tarde, fue promulgada la Constitución de 1978 en una recién instaurada 

monarquía constitucional española. En su artículo 30 se establece la obligación para todos 

los españoles de defender a España y manda, al legislador ordinario, determinar las 

obligaciones militares para los españoles. Le encomienda, asimismo, que regule, con las 

debidas garantías, la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio.  

 

Esta etapa se caracteriza por no estar regulada la forma en que el legislador configuraría el 

derecho de objeción de conciencia al servicio militar. En la sentencia del Tribunal 

Constitucional español 15/1982, del 23 de abril de 19829, en la cual se define al derecho de 

objeción de conciencia como un derecho derivado de la libertad ideológica, protegida por 

el artículo 16 de la Constitución. El Tribunal, definió la naturaleza jurídica de la objeción 

de conciencia como una “especificación de la libertad de conciencia” protegida por la 

libertad ideológica del articulo 16, independientemente de que aún no se hubiera 

promulgado la legislación ordinaria que desarrollaría este derecho.  

 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
8 OLIVER OLMO, P. (2010): La utopía insumisa de Pepe Beunza.  
9 Boletín Oficial del Estado, del 18 de mayo del 1982. 
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Es en 1984 cuando se aprueba la Ley de la Objeción de Conciencia que regula la 

prestación sustitutoria y un organismo que controle la realización de la prestación. Pero 

esta ley supone una prestación sustitutiva con la que los objetores no están de acuerdo e 

inician un movimiento para no seguir la ley.  

 

Para regular la situación cada vez más creciente, en 1998, se aprueba la Ley 22/1998 de 6 

de julio reguladora de la objeción de conciencia y de la prestación social sustitutoria. Esta 

se justifica por el artículo 30 de la Constitución Española, en la que consta la obligación de 

regular la objeción de conciencia. La justificación de la exención del servicio militar es la 

incompatibilidad entre la actividad militar y las convicciones de los ciudadanos, y no la 

naturaleza de estas.  Por lo que, para preservar el principio de igualdad entre los 

ciudadanos por razón de sus creencias o ideologías, lleva a un cumplimiento de prestación 

social sustitutoria. Esta ley deja de tener efectos con el fin del servicio militar obligatorio, 

suspendido el 31 de diciembre de 2001.  

 

Seguidamente aparece la objeción al servicio militar obligatorio de forma sobrevenida, que 

es aquella que surge cuando ya se está prestando el servicio militar. Pero ni la ley ni el 

Tribunal Constitucional reconocen este tipo de objeción.  

Debido a la globalización, las nuevas regulaciones de diferentes ámbitos y la evolución de 

la sociedad han ido apareciendo otras manifestaciones de objeción de conciencia como el 

que vamos a analizar en este trabajo: la objeción en los tratamientos médicos.  

 

3.2. Concepto 

 

La objeción de conciencia se podría definir como el incumplimiento de un deber o de una 

obligación jurídica debido a la contradicción de la norma con la moral o la conciencia del 

individuo.  

Para el objetor cualquier conflicto entre norma jurídica y moral conlleva consecuencias 

negativas, por el cumplimiento de una con el consiguiente incumplimiento de la otra. Se 

podría definir como la decisión contraria u opuesta a una obligación establecida por el 

legislador debido a que el objetor responde ante una determinada situación según su 

conciencia, y esta le prohíbe actuar de la forma establecida legalmente.  

El sujeto busca que el comportamiento antijurídico por razón de la defensa de la 
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consciencia no tenga una sanción, puesto que el sujeto debe elegir entre el cumplimiento 

de la ley o la desviación de su moral.  

No se debe tratar la objeción de conciencia como un acto de desobediencia civil, ya que 

consiste en una negatoria a cumplir lo establecido legalmente de forma pacífica y no 

violenta, atendiendo a una razón moral de abstenerse a cumplir aquello impuesto por el 

ordenamiento jurídico.  

 De todo lo descrito como objeción de conciencia se podrían extraer algunos elementos 

principales del concepto: 

1. Es un comportamiento individual omisivo, la objeción es un comportamiento que 

pertenece a la conciencia de un sujeto. La objeción de conciencia no se trata del 

reconocimiento por parte del ordenamiento jurídico de, mediante un modo alternativo, 

cumplir el deber impuesto, es decir, modificar el derecho, aunque para el objetor sería lo 

idóneo. Tampoco es una forma de exención del cumplimiento de la norma jurídica. Se trata 

de una desobediencia al Derecho para proteger y salvaguardar la consciencia.  

Debido a su carácter omisivo y pacífico se puede diferenciar la objeción de conciencia de 

la resistencia o la desobediencia civil. La resistencia tiene finalidad política, supone la 

oposición de algunos sectores contra gobiernos ilegítimos. Por otra parte, la desobediencia 

civil es aquel comportamiento dirigido a transformar el ordenamiento jurídico mediante 

actos ilegales y con intención de frustrar las leyes. En cambio la objeción es una conducta 

pacífica y sin motivos políticos, busca que no se deriven sanciones de su comportamiento. 

2. Esta basado en el juicio del sujeto sobre lo correcto e incorrecto de un acto por un 

motivo ideológico, ético o religioso.  La conducta que exige la ley supone un mal personal 

que va en contra de la moral o la dignidad del sujeto, y es por eso que se produce el 

incumplimiento, ve necesario seguir la conciencia antes que cumplir la norma, aun cuando 

haya consecuencias negativas.  

3. La objeción de conciencia no solo plantea el conflicto conciencia y ley de forma directa, 

es decir, frente a lo que la norma exige, sino también indirectamente como contrario a lo 

que determina un contrato o una relación protegido normativamente o por omisión por 

motivos de conciencia de actuaciones o comportamientos que exige el Derecho para 

obtener un determinado beneficio. 
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3.3. Clases  

 

A medida que aumenta el pluralismo religioso e ideológico y se regulan nuevos ámbitos 

por parte del legislador debido a la evolución de la sociedad, también aumentan las clases 

de objeciones de conciencia. 

La objeción de conciencia deriva del conflicto entre conciencia y obligación legal por parte 

de un sujeto, en ese ámbito es difícil que el legislador pueda entrar a regular, es por eso 

que la objeción se regula desde la jurisprudencia, es mas fácil para el legislador estudiar y 

regular cada caso concreto.  

Dentro de esta noción de objeción de conciencia nos encontramos con una variedad de 

clases de carácter general10: 

• La objeción sobrevenida, es aquella que se manifiesta con posterioridad al 

comienzo de la relación jurídica- base a la que se opone objeción de conciencia. Es 

decir, se produce cuando la relación jurídica ya se ha iniciado. 

• La objeción indirecta, en aquel comportamiento exigido como condición para la 

obtención de un beneficio.  

• La objeción absoluta, es aquella que lo es a cualquier comportamiento posible 

dentro del deber normativo o contractual.  

• La objeción selectiva: aquella que lo es solo a determinados comportamientos 

posibles dentro del deber normativo o contractual. 

• La objeción secum legem, es aquella recogida legalmente, queda habilitado por la 

ley el eludir conductas. Aunque es mas bien un derecho de elección en lugar de 

objeción de conciencia. 

• La objeción contra legem, es aquella actuación en contra de una norma jurídica 

forzada por lo que dicta la ética o la moral del sujeto.  

Después de señalar las clases de objeción de conciencia se podrían añadir algunos 

elementos a la definición, y por tanto, la objeción sería «toda pretensión motivada por 

razones axiológicas de contenido primordialmente religioso o ideológico, ya tenga por 

objeto la elección menos lesiva para la propia conciencia entre las alternativas previstas en 

la norma, eludir el comportamiento contenido en el imperativo legal o la sanción prevista 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
10 PALOMINO LOZANO, R. (2015): Manual Breve de Libertades Públicas, 1ª edición, Universidad 
Complutense, Madrid. 
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para su incumplimiento, o incluso, aceptando el mecanismo regresivo, lograr la alteración 

de la ley que es contraria al personal imperativo ético»11. Por tanto, hay un conflicto entre 

intereses éticos y jurídicos que cabe valorar en cada supuesto.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
11 NAVARRO-VALLS, R. Y MARTÍNEZ-TORRÓN, J. Conflictos entre conciencia y ley: Las objeciones 
de conciencia, Iustel, Madrid, 2011, pp. 14-15. 
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4. Tratamiento jurídico 

4.1.  Derecho comparado 

 

En el ámbito internacional es importante remarcar lo que dice el Comité de Derechos 

Humanos de Naciones Unidas en su Comentario General al artículo 18 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, en el que declara que no se 

reconoce explícitamente un derecho a la objeción al servicio militar, “ese derecho puede 

derivarse del artículo 18 (libertad de pensamiento, conciencia y religión), en la medida en 

que la obligación de utilizar la fuerza letal puede entrar en grave conflicto con la libertad 

de conciencia y con el derecho a manifestar la propia religión o creencia”.  

 

El razonamiento que se da es válido para otros tipos de conflictos entre conciencia y norma 

jurídica. Se deduce, de otra parte, del Comentario General que los diversos modos de 

manifestación de la religión o convicciones han de interpretarse de manera amplia, 

incluyendo deberes morales que no son estrictamente rituales o de culto.  

 

En el ámbito europeo se puede encontrar la objeción de conciencia en la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, la cual garantiza “el derecho a la objeción de 

conciencia de acuerdo con las leyes nacionales que regules su ejercicio”12. Aunque su 

interpretación no es clara parece deducirse que en virtud del precepto de la Carta de 

Derechos Fundamentales, toda objeción de conciencia tiene que ser previsto por una ley 

nacional. Dado que si la Unión Europea solo buscaba que la tutela de la objeción de 

conciencia se produjera por los derechos nacionales no la hubiese incluido en su carta13.  

 

Por otra parte, hay una gran variedad de países que reconocen un derecho a la objeción de 

conciencia de carácter general14.  

 

Desde esta perspectiva, el derecho portugués ha desarrollado un reconocimiento generala  

la libertad de conciencia en casos que pueda haber conflicto con obligaciones normativas. 

En el artículo 12 de su Constitución se inició reconociendo en 1982 la objeción de 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
12 Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (art. 10.2). 
13 NAVARRO‐VALLS, R. Y MARTÍNEZ‐TORRÓN, J. (2011): Conflictos entre conciencia y ley: Las 
objeciones de conciencia, O.cit. pp. 42‐47. 
14 Ibídem, pp. 48‐55. 
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conciencia al servicio militar. El artículo está desarrollado por la ley de libertad religiosa, 

que establece una conexión entre la objeción de conciencia y el derecho fundamental  de la 

libertad de conciencia, así como, la gravedad de los juicios de conciencia protegidos por la 

objeción. 

 

Por otro lado, en Perú, se recoge en la ley de libertad religiosa el derecho de objeción de 

conciencia como “la oposición de un individuo al cumplimiento de un deber legal, en 

razón de sus convicciones morales o religiosas por causa de un imperativo moral o 

religioso, grave e ineludible”.  

 

En el caso de Europa Occidental destaca Francia por su estricta interpretación del principio 

constitucional de laicidad, pues establece la exclusión expresa de la objeción de conciencia 

como motivo para no formar parte de un jurado y la prohibición de símbolos religiosos en 

centros públicos. 

 

Por el contrario, Canadá reconoce en su Constitución tanto la libertad de conciencia y 

religiosa como el multiculturalismo como parte de la identidad social. La doctrina de su 

tribunal, en caso de conflicto entre una norma jurídica y una norma moral o de conciencia, 

resuelve diciendo que hay que realizar un balancing process, que consiste en un análisis 

entre la protección de la libertad de conciencia y el interés de mantener la aplicación de la 

norma. De esto se deduce que el Estado queda obligado a adaptar la legislación a los tipos 

de conciencia, con el límite de que no produzca un grave perjuicio, por lo que deberá 

buscar la aplicación de la norma menos lesiva en cada supuesto.  

  

4.2. Derecho Español15 

 

En el ámbito del ordenamiento jurídico español, el tema de la objeción de conciencia se 

puede encontrar en la Constitución, donde se hace referencia expresa a la objeción de 

conciencia al servicio militar, concretamente en el artículo 30.2 que dice que “La ley fijará 

las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción 

de conciencia, así como las demás causa de exención del servicio militar obligatorio, 

pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria”. 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
15 Ibídem pp. 55‐59 
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Es decir, la objeción de conciencia en las leyes españolas apenas se encuentra regulado, 

solo lo hace el artículo 30 de la Constitución en relación al servicio militar, quedando los 

otros tipos de objeciones de conciencia sin amparo desde el punto de vista de la ley. Como 

consecuencia de ello, debemos acudir a la jurisprudencia, la cual es muy amplia en materia 

de objeción, para saber la opinión del legislador español, aunque, en ocasiones, sus 

resoluciones pueden resultar contradictorias. 

 

Así podemos encontrar la sentencia del Tribunal Constitucional 15/1982 , de 23 de abril, 

en la que se analiza la objeción de consciencia al servicio militar. En dicha sentencia, se 

establece una conexión entre la objeción de conciencia y la libertad religiosa. 

 

Por otra parte, la sentencia del Tribunal Constitucional 53/1985, de 11 de abril, en relación 

a la objeción al aborto, tiene vocación de ámbito general y el Tribunal, en esta occasión, 

reafirma el vínculo entre la objeción de conciencia y la libertad religiosa e ideológica. 

Además manifiesta que su ejercicio no se encuentra supeditado a la interpositio 

legislatoris. 

 

La STC 161/1987, de 27 de octubre descarta la posibilidad de que puedan tutelarse formas 

de objeción de conciencia que el legislador no hubiera establecido expresamente, por lo 

que no se admite la objeción de conciencia con carácter general y establece un sistema de 

ponderación. 

 

Finalmente, la sentencia 117/1996, de 25 de junio, reconoce el derecho a objeción de 

conciencia como integrante fundamental a las libertades religiosas, de un miembro de las 

fuerzas armada que se negó por razones de conciencia a participar en una parada militar en 

honor a la Virgen de los desamparados y fue sancionado. 
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5. Objeción de conciencia a tratamientos médicos  

5.1. Concepto 

 

En la actualidad nos podemos encontrar con una gran variedad de posibilidades de 

conflictos entre la libertad de conciencia y las vías médicas que se están desarrollando 

debido a la evolución de la ciencia en el ámbito sanitario.  

 

La problemática se encuentra en la oposición de algunas confesiones religiosas a utilizar 

determinados tratamientos médicos, lo que conlleva el protagonismo del médico por el del 

enfermo en la toma de decisiones con relación a la salud y la vida. 

 

La objeción de conciencia a tratamientos médicos es la negativa por parte de determinadas 

confesiones, por ser contrarias a los textos sagrados de su religión, de transfusiones de 

sangre, medicamentos de procedencia “impura” o cualquier  tipo de tratamiento médico. 

 

Sin ser las únicas, hay dos confesiones principales que entran en conflicto con 

determinados tratamientos médicos: La Christian Science y los Testigos de Jehová16. 

 

En el caso de la Christian Science es una entidad religiosa fundada en Boston, en 1978, y 

que hoy en día cuenta con adeptos en más de 50 países, sobretodo en América y Europa 

Occidental. Éstos rechazan cualquier tipo de tratamiento médico o sistema curativo que no 

sea la oración, aunque algunos admiten los analgésicos para mitigar el dolor.  

 

Los Testigos de Jehová, tienen sus raíces en Norteamérica a finales del siglo XIX y 

actualmente se encuentran en Europa y otros países de cultura anglosajona. El conflicto 

que plantean se encuentra en el rechazo a recibir transfusiones de sangre. Esto ocasiona 

problemas jurídicos de diversa consideración y, en la actualidad algunos todavía no han 

encontrado una respuesta satisfactoria.  

 

Aunque estos no son los únicos supuestos, como mencionan Navarro Valls y Martínez 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
16 NAVARRO-VALLS, R.: “Las objeciones de conciencia”, en FERRER ORTIZ, J (Coord.): Derecho 
Eclesiástico del Estado Español. 
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Torrón17, ya que también podemos encontrar algunas confesiones que consideran impuros 

a determinados animales y rechazan los medicamentos compuestos por componentes que 

deriven de aquellos como por ejemplo, la administración de insulina o implantación de 

válvulas cardíacas de origen porcino. Asimismo, también encontramos la negativa de las 

mujeres a ser exploradas por médicos varones no pertenecientes a su propia religión18. 

 

Sin embargo, los Testigos de Jehová tienen especial relevancia en el tema de la objeción de 

conciencia a los tratamientos médicos porque ha dado lugar a una amplia y abundante 

jurisprudencia, que básicamente se centra entre la evitación de la muerte que se ofrece al 

paciente y la negativa de éste a salvar su propia vida, o en determinados supuestos, incluso 

personas situadas bajo su responsabilidad como son los menores de edad o incapacitados. 

Los Testigos de Jehová no buscan la muerte ni el conflicto con la ley, pero por motivos 

ideológicos y religiosos, no quieren conservar la vida transgrediendo deberes religiosos, 

pues para ellos la biblia prohíbe absolutamente las transfusiones.  

 

En relación a los tratamientos médicos entran en juego cuatro voluntades: la del enfermo, 

la del menor o incapacitado sometido a tutela, la del médico, que debe salvar la vida, y la 

del juez, el cual debe decidir entre de la negativa del enfermo y la positiva del médico. Nos 

encontramos, por tanto, en una situación donde las convicciones morales de determinados 

colectivos de personas plantean la negativa a tratamientos médicos, y esto se deberá 

abordar desde la óptica de las libertades ideológicas y religiosas reconocidas por la 

Constitución española de 1978. 

 

La objeción de conciencia en España no está regulada si no que ha sido analizada en la 

jurisprudencia que en el transcurso de los años ha experimentado una evolución en relación 

a la objeción de la persona adulta así como la del menor de edad19.  

 

Así podemos comprobar como el tribunal Supremo optó inicialmente por proteger el 

derecho a la vida frente a la ideología religiosa, debido a una decisión del juez que había 

ordenado una transfusión y fue denunciado por los padres de la menor que rechazaban el 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
17 NAVARRO-VALLS, R. - MARTINEZ-TORRON, J., Las objeciones de conciencia en el Derecho español 
y comparado, Madrid, McGraw Hill, 1997. 
18 Ibídem pp. 120-121. 
19 PALOMINO, R. Manual de derecho eclesiástico del estado. Madrid, 2014. 
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tratamiento. En este sentido se pronunció el magistrado “cuando una transfusión resulta 

imprescindible para evitar un grave peligro para la vida o la salud de un menor, el juez no 

sólo puede sino que en principio debe autorizar la imposición forzosa de dicho 

tratamiento”20. Esta resolución fue ratificada por el Tribunal Constitucional en su sentencia 

de 20 de junio de 1984.  

 

El artículo 16.1 de la Constitución española es uno de los preceptos más importantes que 

garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y comunidades del 

territorio español, teniendo como limite la salud de las personas.  

 

Durante el transcurso de los años la jurisprudencia ha ido evolucionando sobretodo en 

relación con la obligación que tenían los jueces de imponer tratamientos médicos contra la 

voluntad del paciente. En este sentido, se pronunció el Tribunal Superior de Justicia de 

Madrid el 23 de diciembre de 199221 en el cual rechazaba la tesis que el Juez tenga 

necesariamente que autorizar la transfusión de sangre para no incurrir en un delito de 

omisión del deber de socorro previsto en el Código Penal22. 

 

Pero cuando se habla de la objeción de conciencia a tratamientos médicos, una de la 

jurisprudencia más relevante es la sentencia del TC 154/2002, de 18 de julio, la cual es 

considerada paradigmática por la doctrina y constituye el texto jurisprudencial con mayor 

influencia y presencia en la bibliografía. Esta sentencia será analizada más adelante en éste 

trabajo.  

 

La jurisprudencia es compleja debido a que si nos detenemos en el análisis de la objeción a 

tratamientos podemos observar que no solo entran en juego la libertad religiosa y la de 

conciencia, sino que también aparecen otros derechos como el derecho a la integridad 

física, el derecho sobre el propio cuerpo, el derecho a la intimidad personal y familiar, y el 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
20 NAVARRO‐VALLS, R. Y MARTÍNEZ‐TORRÓN, J. (2011): Conflictos entre conciencia y ley: Las 
objeciones de conciencia. O. Cit, p. 50. 
21  PALOMINO LOZANO, R. Manual Breve de Libertades Públicas (2015), Madrid, p. 132. 
22 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, de Código Penal. Artículo 195: 
1. El que no socorriere a una persona que se halle desamparada y en peligro manifiesto y grave, cuando 
pudiere hacerlo sin riesgo propio ni de terceros, será castigado con la pena de multa de tres a doce meses. 
2. En las mismas penas incurrirá el que, impedido de prestar socorro, no demande con urgencia auxilio ajeno. 
3. Si la víctima lo fuere por accidente ocasionado fortuitamente por el que omitió el auxilio, la pena será de 
prisión de seis meses a 18 meses, y si el accidente se debiere a imprudencia, la de prisión de seis meses a 
cuatro años. 	
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derecho de los padres en relación con la educación y modo de vida de los hijos. Al abarcar 

tanta materia, los intereses que también entran en juego son: el interés del Estado de 

preservar la vida y la salud de sus ciudadanos y el interés en mantener la integridad ética 

de la profesión médica, ya que su objetivo es velar por la salud de los sujetos a su cargo23. 

 

También se debe tener en cuenta, como muchos autores han señalado, la objeción a 

tratamientos médicos es una modalidad que a veces ha sido calificada de impropia, en el 

sentido que es excepcional la existencia de un mandato legal que imponga como 

obligatorios los tratamientos médicos que se rechazan. La concurrencia de aspectos 

jurídicos y también deontológicos es una de las peculiaridades de este tipo de objeción, 

como se señalaba en el párrafo anterior, y de ahí que sea difícil analizarlo desde una única 

perspectiva24.  

 

En consecuencia, debido al aumento que en los últimos años se han planteado los 

supuestos de personas que rechazan determinados tipos de tratamientos médicos, la clase 

médica se ha visto obligada a desarrollar tratamientos alternativos.  

 

5.2. Supuestos 

 

En el análisis de la objeción de conciencia suelen distinguirse los distintos supuestos en 

razón a la edad y la capacidad del sujeto y, por otra parte, la implicación individual o social 

de la objeción. Por tanto, los supuestos que pueden plantear objeción de conciencia a los 

tratamientos médicos se podrían dividir de la siguiente forma: 

 

1. Por edad y capacidad del sujeto: 

 a) Adulto capaz. 

 b) Adulto incapaz. 

 c) Menor de edad25. 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
23 PALOMINO LOZANO, R. Manual Breve de Libertades Públicas, O.cit., p. 132. 
24 JUSDADO, M.A. y NAVARRO-VALLS, R., La objeción de conciencia a los tratamientos médicos: 
Derecho Comparado y Derecho Español en “Las relaciones entre la Iglesia y el Estado. Estudios en memoria 
del Profesor Pedro Lombardía”; Madrid, 1989. p. 275. 
25 NAVARRO-VALLS, R y PALOMINO, R.  Las objeciones de conciencia. Madrid, 1994., pp. 301-346.  
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2. Por la implicación individual o social: 

 a) La objeción que sólo afecta a la salud o a la vida del sujeto. 

b) La objeción que afecta o puede afectar a la salud o la vida de un sector de la 

población.  

 

5.3. Mayores de edad 

5.3.1. Mayor de edad capaz 

 

Una persona con capacidad jurídica se considera aquella que tiene aptitud para adquirir 

derechos y contraer obligaciones por si misma sin autorización de otro.  

 

Una vez definida la capacidad, por centrarnos en al ámbito constitucional español, cuando 

la objeción al tratamiento sólo afecta  a la vida del sujeto, resulta difícil su regulación en la 

Constitución, debido a que como ya se ha expuesto con anterioridad, la objeción de 

conciencia debe oponer la voluntad individual a una norma o mandato expreso. No existe 

en los deberes constitucionales la obligación de someterse a ningún tratamiento médico 

concreto, así como tampoco la obligación de conservar la vida26.  

 

En referencia a la inicial abstención del Estado se podría entender como una acción de 

tutela de la vida de los ciudadanos, pero no está claro al observar el ordenamiento español 

de sí la tutela puede imponerse contra la voluntad del sujeto.  Por otra parte, la Ley General 

de Sanidad, establece que el paciente puede negarse a recibir un tratamiento médico 

concreto, salvo en casos de peligro inminente para su vida o para la salud pública, aunque 

cuando así lo haga deberá solicitar el alta voluntaria, con lo cual libraría de responsabilidad 

al hospital y su personal, que recomendaba la terapia27. Como es conocido, la obligación 

del médico es la de informar al paciente el diagnóstico de la enfermedad, del tratamiento a 

seguir así como las posibles alternativas al tratamiento y la evolución de la enfermedad. 

Por otro lado, y lo más relevante en este trabajo, está el derecho del paciente a rechazar el 

tratamiento médico prescrito por la autoridad sanitaria28. Por lo que, la competencia del 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
26 El artículo 143 del Código Penal tipifica la inducción y la cooperación al suicidio pero no los actos del 
propio sujeto tendentes a quitarse la vida aun en el caso de no conseguirlo. 
27 Artículo 10.6, 9 y artículo 11.4 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. 
28 Art. 2.4 de la Ley 41/2002 de 14 de noviembre reguladora de la autonomía del paciente.  
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paciente a rechazar un tratamiento necesario e ineludible para la preservación de su vida 

constituye un aspecto esencial de su derecho a adoptar decisiones sobre la propia salud.  

 

Esta decisión estaría protegida en parte por la justificación del consentimiento prestado por 

parte del paciente, siempre y cuando no existan otros tratamientos que den solución al 

mismo problema, y que sean decisiones adoptadas por adultos con la capacidad de 

adquirir, como consecuencia, derechos y obligaciones en relación con sus acciones, sin que 

haya duda razonable sobre su elección.  Esto se encuentra contenido en la jurisprudencia, 

concretamente en la Sentencia del Tribunal Supremo (RJ 1997/4987) que defiende: “el 

adulto capaz puede enfrentar su objeción de conciencia al tratamiento médico, debiéndose 

respetar su decisión, salvo que con ello se ponga en peligro derechos o intereses ajenos, 

lesione la salud pública u otros bienes que exigen especial protección”.  

 

En definitiva, el sujeto en pleno uso de sus facultades y capaz tiene una doble distinción: 

en caso de no tener menores dependientes, o como se decía en el párrafo anterior “sin que 

ponga en peligro derechos o intereses ajenos”, la doctrina aplica la teoría del falso 

conflicto29 o bien respeta la decisión hasta el final entendiendo que no hay un intentio sese 

occidendi.  

En el caso de que hubiera menores dependientes, normalmente se impone el tratamiento 

médico salvífico, al estimar que se produce un perjuicio grave en el futuro de los menores 

dependientes, por los que el Estado debe velar.  

 

5.3.2. Mayor de edad incapaz 

 

La incapacidad es la carencia de la aptitud para la realización del ejercicio de derechos o 

para adquirirlos por sí mismo30. Ésta impide a personas físicas la facultad de obrar por si 

mismas y de ser titular de determinados derechos, fundamentándose en la falta o 

insuficiencia de desarrollo mental o en la imposibilidad de manifestar su voluntad. En este 

sentido, dicha incapacidad para manifestar su voluntad podría ser un conflicto en la 

calificación de la objeción de conciencia como tal, y con más solidez cuando la 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
29 Por “falso conflicto” se entiende que en el caso de prestaciones o actuaciones de carácter personal, el 
Estado puede realizar la prestación o conducta en lugar del objetor, de forma que no quede gravada la 
conciencia de éste”. 
30 Enciclopedia jurídica: http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com. 
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incapacidad es declarada legalmente. 

 

Como consecuencia, cabe tener en cuenta que la Ley 41/2002, reguladora de la autonomía 

del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación 

clínica, tiene derecho a la información asistencial incluso cuando el paciente carezca de 

capacidad para entender la información a causa de su estado físico o psíquico, aunque 

también se pondrá en conocimiento de las personas vinculadas a él por razones familiares 

o de hecho 31 . Además, el artículo 9.3 de la ley reconoce el consentimiento por 

representación en los supuestos en que el paciente no sea capaz de tomar decisiones o esté 

incapacitado legalmente.  

 

Sin embargo, la objeción de conciencia se refiere a un conflicto entre la conciencia 

individual y la norma jurídica, por lo que se plantearía la duda de si los representantes 

legales están legitimados para prestar consentimiento en supuestos donde se ponga en 

peligro la vida del paciente. A esto se debería responder negativamente, pues no pueden 

poner en peligro la vida del paciente, además, los facultativos tienen autorización por parte 

de la ley para llevar a cabo intervenciones clínicas indispensables a favor de la salud del 

paciente en casos de riesgo para la salud pública o riesgo inmediato grave para la 

integridad física o psíquica del enfermo y no es posible conseguir su autorización, 

consultando, cuando las circunstancias lo permitan, a sus familiares o a las personas 

vinculadas de hecho a él.  De lo cual se desprende la idea de que en caso de emergencia y 

sin tener autorización del enfermo, se podrían llevar a cabo actuaciones médicas a favor de 

la salud del paciente.  

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
31 Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derecho y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica. Artículo 5: Titular del derecho a la 
información asistencial 
1. El titular del derecho a la información es el paciente. También serán informadas las personas vinculadas a 
él, por razones familiares o de hecho, en la medida que el paciente lo permita de manera expresa o tácita. 
2. El paciente será informado, incluso en caso de incapacidad, de modo adecuado a sus posibilidades de 
comprensión, cumpliendo con el deber de informar también a su representante legal. 
3. Cuando el paciente, según el criterio del médico que le asiste, carezca de capacidad para entender la 
información a causa de su estado físico o psíquico, la información se pondrá en conocimiento de las personas 
vinculadas a él por razones familiares o de hecho. 
4. El derecho a la información sanitaria de los pacientes puede limitarse por la existencia acreditada de un 
estado de necesidad terapéutica. Se entenderá por necesidad terapéutica la facultad del médico para actuar 
profesionalmente sin informar antes al paciente, cuando por razones objetivas el conocimiento de su propia 
situación pueda perjudicar su salud de manera grave. Llegado este caso, el médico dejará constancia 
razonada de las circunstancias en la historia clínica y comunicará su decisión a las personas vinculadas al 
paciente por razones familiares o de hecho. 
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Por otra parte, la conciencia individual requiere de discernimiento y madurez, elementos 

que suelen mancar en casos de personas con incapacidad que se está tratando en este 

apartado. En caso de duda sobre la madurez y capacidad del sujeto para tomar decisiones 

de este tipo, se deberá optar por la interpretación más favorable a la libertad del individuo, 

correspondiendo a la instancia judicial la decisión final sobre el caso concreto.  

 

En resumen, se puede deducir que cabe actuar a favor de la vida del incapaz cualesquiera 

que sean las convicciones religiosas de los familiares o allegados a los que les corresponda 

otorgar las autorizaciones. Se trata de un supuesto conflictivo, al igual que en el caso de 

menores, pues la toma de decisiones por parte de personas ajenas al sujeto, en mi opinión, 

no puede equipararse a la del propio sujeto, aun conociendo que el enfermo profesa unas 

determinadas creencias religiosas que les prohíben recibir determinados tratamientos, pues 

este podría optar por no cumplir con los mandatos de su confesión ante el peligro de perder 

la salud o la vida. 

 

5.4. Menores de edad 

 

Los menores de edad son titulares de determinados derechos y libertades constitucionales 

(derecho a la vida, a la integridad física y psíquica, educación…), pero también tienen 

limitaciones en algunos ejercicios por razón de su minoría de edad.  

 

Respecto las libertades del artículo 16.1 de la Constitución se le reconoce el derecho al 

menor, aunque en los términos compatibles con su condición de menor. Eso quiere decir 

que, determinados derechos requieren de manera expresa la mayoría de edad y el ejercicio 

personal, en cambio otros, quizá no requieran mayoría de edad pero si una capacidad 

natural, según afirma R. SÁNCHEZ FERRIZ, que sería la condición para la adquisición de 

la capacidad de obrar32. 

 

En referencia a los aspectos civiles, es decir, la imposición de un tratamiento médico a un 

menor de edad contra la voluntad de los padres o tutores, a los cuales se les retira, de forma 

temporal, la custodia o se priva de la patria potestad se debe distinguir entre dos supuestos: 

Tratamientos salvíficos y no salvíficos.  

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
32 SÁNCHEZ FERRIZ, R.: Estudio sobre las libertades, Valencia, 2004., p. 16. 
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En los tratamientos salvíficos o situaciones de vida o muerte, los tribunales, y así lo recoge 

la jurisprudencia, no dudan en privar de la patria potestad o la custodia temporal en caso de 

que haya una situación de peligro inminente para la vida del menor. 

 

En cambio, en los tratamientos no salvíficos, los criterios no son tan uniformes. Se deberá 

atender a diferentes factores como la necesidad del tratamiento, sus características, el 

futuro desarrollo del menor, etc. En estos supuestos, si el menor puede, se tiene en cuenta 

su opinión.  

 

Por otra parte, también están los aspectos penales, aquellos que plantean la responsabilidad 

criminal de los padres cuando se niegan a permitir tratamientos por razones de conciencia 

y como consecuencia, produzca la muerte del hijo. La jurisprudencia italiana ha contestado 

afirmativamente en referencia a la responsabilidad. Por su parte, la jurisprudencia 

norteamericana adopta una posición ambigua: los Tribunales manifiestan aplicable el 

derecho de que las creencias religiosas no generan causas de exculpación criminal para 

estos casos. Aunque finalmente en la práctica los jueces son reacios a condenar a los 

padres objetores, ya que intentan por todos los otros medios posibles, y que les permita su 

ideología, la curación del menor.  

 

En el Derecho español se debe acudir a la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 

reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de 

información y documentación clínica. En primer lugar en su artículo 2 en el cual se regulan 

dos principios: 

 

- El paciente o usuario tiene derecho a decidir libremente, después de recibir la 

información adecuada, entre las opciones clínicas disponibles.  

- Todo paciente o usuario tiene derecho a negarse al tratamiento, excepto en casos 

determinados en ley. Su negativa al tratamiento constará por escrito. La expresión 

de la voluntad del paciente a favor de un tratamiento médica se verifica 

judicialmente a través del consentimiento informado33.  

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
33 Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derecho y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica.  
Artículo 8: Consentimiento informado: 
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La jurisprudencia en España, ha analizado la responsabilidad del juez que ordena ante la 

negativa de un adulto capaz o los padres del menor a un tratamiento hemotransfusional. En 

concreto, el Auto del Tribunal Supremo de 26 de septiembre de 1978 determina que es 

válida la actuación de un juez que autoriza una transfusión de sangre a un menor en peligro 

de muerte.  

 

De la misma forma, la Sentencia del Tribunal Constitucional 154/2002, de 18 de julio, 

condena a los padres por homicidio34 debido a que fallece el menor a su cargo.  

 

De lo señalado anteriormente se desprenden diferente casos en que se puede platear la 

objeción de conciencia, y se podría distinguir entre la objeción con asistencia hospitalaria y 

sin35. 

 

En el caso de la oposición de un menor en el marco de la asistencia hospitalaria, se 

desprende la oposición personal del menor a que se le apliquen determinados tratamientos 

médicos aún con riesgo de su vida alegando motivos ideológicos o religiosos, o bien 

oposición de los padres o un tutor a que el menor reciba un tratamiento, alegando también 

motivos ideológicos o religiosos36. 

 

Respecto la objeción de conciencia por parte del menor, y en referencia con el artículo 16.1 

de la Constitución, puede modularse el ejercicio de este derecho según la edad, así pues, 

“solo quien tiene conciencia puede objetar”, lo cual no soluciona el problema sino que da 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
1. Toda actuación en el ámbito de la salud de un paciente necesita el consentimiento libre y voluntario del 
afectado, una vez que, recibida la información prevista en el artículo 4, haya valorado las opciones propias 
del caso. 
2. El consentimiento será verbal por regla general. Sin embargo, se prestará por escrito en los casos 
siguientes: intervención quirúrgica, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasores y, en general, 
aplicación de procedimientos que suponen riesgos o inconvenientes de notoria y previsible repercusión 
negativa sobre la salud del paciente. 
3. El consentimiento escrito del paciente será necesario para cada una de las actuaciones especificadas en el 
punto anterior de este artículo, dejando a salvo la posibilidad de incorporar anejos y otros datos de carácter 
general, y tendrá información suficiente sobre el procedimiento de aplicación y sobre sus riesgos. 
4. Todo paciente o usuario tiene derecho a ser advertido sobre la posibilidad de utilizar los procedimientos de 
pronóstico, diagnóstico y terapéuticos que se le apliquen en un proyecto docente o de investigación, que en 
ningún caso podrá comportar riesgo adicional para su salud. 
5. El paciente puede revocar libremente por escrito su consentimiento en cualquier momento. 
34 Art. 138 en relación con el art. 11 del Código Penal. 
35 Oposición por parte del menor o de sus padres o tutores a que reciba asistencia médica cuando así lo 
precise. 
36 GÓMEZ SÁNCHEZ, Y. Reflexiones jurídico-constitucionales de conciencia y los tratamientos médicos. 
Revista de Derecho Político, núm. 42, 1997., p. 83. 
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lugar a otra cuestión, la existencia de capacidad o no en cada supuesto37. Lo que supone 

que en cada caso se regule y se estime de forma distinta según las circunstancias y la 

conciencia individual del menor.  

 

Por otra parte, la situación en que son los padres los que se oponen a que su hijo reciba 

determinados tratamientos médicos por motivos ideológicos y religiosos es muy diferente. 

Se debe analizar la objeción del menor en relación con los artículos 27.3 y el 39.3 de la 

Constitución. El 27.3 reconoce el derecho fundamental de los padres a que sus hijos 

reciban la formación religiosa y moral que sea acorde con las convicciones de aquéllos38. 

Aunque este derecho no implica la obligación del menor a seguir una conducta acorde con 

la instrucción de los padres. Por otra parte el artículo 39.3 de la Constitución39 establece la 

obligación de los padres a prestar asistencia a sus hijos, lo que supone un deber 

constitucional que se desarrolla por la legislación penal40, el cual tipifica el abandono de la 

familia, menores o incapaces. 

 

En supuestos de objeción de conciencia del menor es el Estado el que tutela los derechos 

del menor, pero antes, a través de las obligaciones de la patria potestad, son los padres los 

encargados de los derechos. 

 

 

 

 

 

 

 

 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
37 ESCOBAR ROCA, G.: La objeción de conciencia en la Constitución Española. Madrid, 1993. p. 85. 
38 El artículo 27.3 de la Constitución dice: «Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los 
padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones». 
39 El artículo 39.3 de la Constitución establece: «Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos 
habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda». 
40 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. Artículo 226.1:  
1. El que dejare de cumplir los deberes legales de asistencia inherentes a la patria potestad, tutela, guarda o 
acogimiento familiar o de prestar la asistencia necesaria legalmente establecida para el sustento de sus 
descendientes, ascendientes o cónyuge, que se hallen necesitados, será castigado con la pena de prisión de 
tres a seis meses o multa de seis a 12 meses. 
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6. Circular de la Fiscalía General del Estado 1/2012 

 

Debido a la escasa regulación en el marco legal de la objeción de conciencia a tratamientos 

médicos y el deber del Estado de respetar las convicciones religiosas de los pacientes en 

contraposición a respetar el derecho a la vida, motivaron la iniciativa de la Fiscalía General 

a realizar la Circular 1/2012. Ésta hace referencia a los criterios que deben seguir los 

Fiscales en conflictos que surjan ante la negativa de menores o sus representantes a recibir  

transfusiones de sangre y otras intervenciones médicas urgentes y graves. 

 

En la circular se plantean diferentes figuras: 

 

- Un menor de edad maduro, es decir de 16 y 17 años que no tenga su capacidad 

judicialmente completada, el menor emancipado y el menor de menos de 16 años 

cuando, según el criterio del facultativo, tenga suficiente madurez para consentir. 

Cuando éste se niega a la transfusión de sangre u otra intervención médica con 

grave riesgo para su vida o salud, en casos en los que los representantes legales son 

favorables a que se realice la misma. En estos supuestos, el médico puede llevar a 

cabo la intervención sin necesidad de acudir al Juez. En caso de que la situación 

que se plantea no sea de urgencia, es aconsejable acudir al Juez de Guardia 

directamente o a través del Fiscal.  

 

- Un menor maduro rechaza la práctica de una transfusión con un grave riesgo para 

su vida o salud, y los representantes también se oponen. En estos supuestos, el 

médico debe plantear el conflicto al Juez de Guardia, directamente o a través del 

Fiscal, sin perjuicio de que, si se trata de una situación de urgencia, pueda llevar a 

cabo la intervención sin autorización judicial, amparado por la causa de 

justificación de cumplimiento de un deber y de estado de necesidad.  

 

- Un menor maduro presta su consentimiento a la intervención pero son sus 

representantes legales los que se oponen. En este caso no hay un conflicto de 

deseos y derechos del menor, por lo que debe acogerse a la capacidad de 

autodeterminación que la ley le reconoce al menor maduro, pudiendo el médico 

aplicar el tratamiento sin necesidad de intervención judicial.  
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- Los representantes legales del menor no maduro no consienten la intervención, 

generando la omisión del tratamiento un riesgo grave para la vida o la salud de éste. 

En tal caso el médico no puede aceptar la voluntad de los representantes del menor 

ya que se encuentra en una posición de garante respecto de su paciente. Es por eso 

que se tendrá que plantear el conflicto ante el Juzgado de Guardia, directamente o a 

través del Fiscal, para obtener un pronunciamiento judicial. En caso de urgencia, el 

medico directamente puede aplicar el tratamiento frente a la voluntad de los padres, 

pues su conducta quedará amparada por el cumplimiento de un deber y el estado de 

necesidad.  

 

La Circular de la Fiscalía entiende que, los menores de 16 años que no estén en 

condiciones de comprender la intervención, carecerán de capacidad para prestar 

consentimiento, Por otra parte, por debajo de los 12 años, el menor carecerá de madurez 

mínima exigible, el consentimiento en este caso habrá de prestarlo siempre. 

 

Por tanto, la Circular 1/2012 de la Fiscalía General del Estado, trata de regular, y sobre 

todo en miembros de Testigos de Jehová, que no se podrán  oponer a que sus hijos 

menores de edad reciban transfusiones de sangre en situaciones de urgencia en las que 

haya un peligro para la vida y la salud, pues en éstos casos el médico podrá aplicar 

directamente el tratamiento sin necesidad de acudir al Juez, amparándose en el interés 

superior del menor.  
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7. Derecho comparado 

 

En el derecho Europeo los ordenamientos no suelen disponer legislación específica y 

directamente aplicable al caso41. La normativa existente regula en su mayor parte los 

límites de la actividad sanitara en la imposición de tratamientos mágicos en general, pero 

sin justificar la negativa por motivos de conciencia, esto supone que sea la jurisprudencia 

la que deba regular el tema mediante leyes inferiores e indirectamente aplicables, además 

de haber tenido que acudir a la jurisprudencia del derecho anglosajón para algunas lagunas 

legales.  

 

Por otra parte, atendiendo a la jurisprudencia referente a la objeción de conciencia en 

general, la mayor parte regula la negativa a la recepción del tratamiento de transfusión de 

sangre por parte de los Testigos de Jehová.  

 

Principalmente en el derecho Europeo, y son los países que se analizaran a continuación, 

destaca la jurisprudencia de Alemania, Italia y Francia. 

 

7.1. Derecho alemán42  

 

En el derecho alemán existe la necesidad del consentimiento de una tercera persona 

(cónyuge o padres) para la aplicación de un tratamiento médico necesario para salvar la 

vida tanto de un adulto como de un menor, esto a llevado ha que el tratamiento 

jurisprudencial que se le da sea complejo.  

 

En el caso de la objeción de conciencia a tratamientos médicos en el ordenamiento jurídico 

alemán, entra en conflicto el precepto constitucional que proclama que “la libertad de 

creencia y de conciencia y la libertad de profesión religiosa e ideológica son inviolables”43, 

además de la norma constitucional que proclama el derecho a la vida como bien 

fundamental44, pero también tiene cabida el ámbito penal. Es decir, en este último aspecto, 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
41  NAVARRO-VALLS, R. MARTÍNEZ-TORRÓN, J. y JUSADO, M.A. Objeción de conciencia a 
tratamientos médicos: Derecho comparado y Derecho español. Madrid, 1988.  
42 Ibídem, p. 128. 
43 Art. 4.1 de la Ley Fundamental de Bonn (GG). 
44 Según el art. 2.2 GG, todos tienen derecho a la vida y la integridad física(…). 
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se ha tratado de definir la responsabilidad criminal por un delito de omisión del deber de 

socorro45 en colisión con la libertad de creencia según la Ley Fundamental de Bonn.  

 

Es conveniente saber que el Tribunal Supremo Administrativo, mediante jurisprudencia, ha 

hecho una definición de conciencia como “el propio conocimiento de lo permitido y lo 

prohibido, y el convencimiento personal de estar obligado a actuar según es conocimiento; 

asimismo, es la certeza natural de una persona acerca de la obligación de hacer u omitir 

algo”46. Una aproximación similar a la que hace el Tribunal Constitucional alemán 

delimitando la conciencia como lo bueno  y lo malo que siente una persona sobre una 

cierta situación. Para analizar el tema vamos a ver dos sentencias, una del Tribunal 

Constitucional y otra del Tribunal Supremo:  

 

En relación con la objeción de conciencia del propio cónyuge a un tratamiento médico, 

cabe destacar, la sentencia de  19 de octubre de 1971 del Tribunal Federal Constitucional, 

la cual resulta esencial en la negativa de un adulto a recibir una transfusión de sangre y que 

además interviene la responsabilidad del cónyuge obligado a imponer su voluntad al otro 

que se niega. En este supuesto de objeción el Tribunal Constitucional expone que se trata 

de una situación límite en la que la normativa general entra en conflicto con la creencia 

personal, y se decanta por obedecer a la creencia. El poder público tiene la obligación de 

respetar las convicciones personales pero con la aplicación de unos límites, que 

inevitablemente recaen en una sanción penal. Aunque para el Tribunal, una sanción no 

cumpliría los fines de la misma (retribución, prevención, reincorporación social, etc), por 

lo que califica como “una reacción demasiado dura y que vulneraría la dignidad humana” 

la contemplación penal de la objeción47.  

 

La sentencia también pone especial atención a la reacción del marido debido a que había 

hijos menores en el matrimonio, por lo que él debería haber actuado de forma afirmativa a 

la negativa de su mujer. Aunque en un principio la sentencia reclamaba esta actuación, se 

pone de manifiesto que “en ningún momento quería quitar a sus hijos la madre”, al 

contrario, según el marido “la oración era el camino más efectivo para evitar el 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
45 Art. 330 del Código Penal Alemán.  
46 Colección oficial de sentencias de T.S.A tomo 7 p. 246. 
47 Colección oficial de sentencias del T.S.A. BWerWGE, tomo 7,  pp. 108 y 109. 
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resultado”48.  Por lo tanto, el Tribunal Constitucional alemán concluye que se otorgaba 

preferencia a la oración en lugar de al tratamiento médico, y aunque se considera que 

podría haber optado por ambos caminos a la vez, no está justificado proceder penalmente 

contra la decisión.  

 

Por otra parte, y en relación a la jurisprudencia de menores, destaca la sentencia de 10 de 

octubre de 1967 del Tribunal Supremo de Hamm en la que un padre de un recién nacido 

con hepatitis manifiesta la negativa a una transfusión de sangre por pertenecer a los 

testigos de Jehová aún con la información de la muerte si no se realizaba el tratamiento. El 

caso se pone en manos del juez-tutelar el cual advierte a los padres de que se está 

incurriendo en un delito de omisión de socorro con su comportamiento, ante la continua 

negativa del padre, el juez desposee a los padres de la patria potestad sobre el menor y 

instituye al médico “cuidador del derecho de tutela”, lo que permite salvar al niño. La 

sentencia es apelada ante el Tribunal Supremo quien casa la sentencia.  

 

Finalmente, el Tribunal aplica al caso dudas fundadas en si el acusado era jurídicamente 

consciente de que sólo su consentimiento podía salvar al menor. El padre alegó que “creía 

que no se le podía pedir actuar contra su conciencia ya que la Constitución protege la 

libertad de conciencia, por lo que creía que el art. 330 del Código Penal no era aplicable”49. 

Por parte del Tribunal se pasó el caso a la Sala de lo Penal para que evaluara la 

culpabilidad del acusado además de considerar la equivocación de incumplimiento de ley.  

 

7.2. Derecho italiano50 

 

La negativa a someterse a un tratamiento médico, específicamente a una transfusión de 

sangre, ha sido calificada de “objeción de conciencia impropia” según el ordenamiento 

jurídico italiano51. No se contempla como un conflicto entre religión y el cumplimiento de 

una ley. Aun así, la jurisprudencia contempla diferentes supuestos en que observa la 

objeción de conciencia a tratamientos médicos en determinados casos.  

 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
48 Ibídem p. 111. 
49 NJW, p. 415. 
50  NAVARRO-VALLS, R. MARTÍNEZ-TORRÓN, J. y JUSADO, M.A. Objeción de conciencia a 
tratamientos médicos: Derecho comparado y Derecho español. Madrid, 1988., pp. 225-236. 
51 VITALE, A. Corso di diritto eclesiástico, Milano, 1986, p. 182. 
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En primer lugar, antes de analizar la jurisprudencia italiana, se debe acudir a la 

Constitución, concretamente el artículo 32.2 el cual establece: “Nadie puede ser obligado a 

un determinado tratamiento médico si no es por disposición de ley”, además dice que “ la 

ley no puede en ningún caso violar los límites impuestos por el respeto a la persona 

humana”. Este precepto se encuentra unido a la salud, la dignidad y la libertad de la 

persona52, relacionado con el art. 1 de la ley de 13 de mayo de 1978, n 180, que recoge que 

“la tutela de la salud física y psíquica debe ejercitarse dentro de los límites de la dignidad y 

libertad de la persona humana”. Finalmente, en relación con la legislación italiana, cabe 

destacar en el anterior artículo 1, apartado 5º, que los tratamientos sanitarios obligatorios 

“deben ser acompañados de iniciativas dirigidas a asegurar el consentimiento y la 

participación de la parte que viene obligada a ellos”, aunque el en caso de transfusiones de 

sangre no son un tratamiento sanitario obligatorio, por lo que su imposición solo podría 

justificarse con el libre consentimiento.  

 

Los supuestos de menores o incapacitados son totalmente distintos, en estos casos, la 

doctrina prevé la necesidad de afirmar un que en una situación de igualdad entre el derecho 

a la libertad religiosa y el de la vida de un menor, debe prevalecer el último. Así como 

también, según la Carta Constitucional, los padres tienen la obligación de “mantener 

instruir y educar a la prole”. Finalmente  también se contempla en el Código Penal el 

abandono de las obligaciones de asistencia inherentes a la patria potestad.  

 

Según la edad y capacidad del objetor, la jurisprudencia italiana resuelve de distintas 

formas. En el caso de menores de edad el juez contempla la responsabilidad criminal de los 

padres por un delito de omisión, y ante la negativa de estos a someter a sus hijos a 

tratamientos médicos autoriza al médico, o en algunos supuestos al alcalde del pueblo o 

ciudad, para que se encargue del menor durante el tratamiento.  

 

7.3. Derecho francés53 

 

La objeción de conciencia a la recepción de algunos tratamientos médicos, y en especial a 

las transfusiones de sangre, se encuentra regulado en el ordenamiento jurídico francés de 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
52 Art. 1 de la Ley de 23 de diciembre de 1978, nº 833, Regula el servicio sanitario nacional. 
53  NAVARRO-VALLS, R. MARTÍNEZ-TORRÓN, J. y JUSADO, M.A. Objeción de conciencia a 
tratamientos médicos: Derecho comparado y Derecho español. Madrid, 1988., pp. 236-241. 
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manera legal y jurisprudencial según la edad, menores o mayores, de los objetores.  

 

Para los mayores de edad el Código de Deontología Médica54 regula explícitamente que 

“la voluntad del enfermo debe ser respetada siempre, en la medida de los posible. Cuando 

el enfermo, por razón de su estado de salud, no puede expresar su voluntad, sus parientes 

deben ser prevenidos e informados, salvo urgencia o imposibilidad”, aunque sea un 

precepto claro, la doctrina francesa tiene la necesidad de especificar aún más pensando en 

los Testigos de Jehová y diciendo que “cuando la transfusión no sea indispensable, el 

médico se abstendrá de aplicarla; pero, cuando la vida del paciente está “real o 

inmediatamente amenazada, se comprende que el médico, no queriendo ser cómplice de 

los que se considera una aberración criminal, haga lo que está de acuerdo con su 

conciencia y bajo su responsabilidad”55.  

 

Por lo que en mayores de edad prima la voluntad del paciente, y en caso de urgencia, tiene 

una especial importancia la actuación del médico.  

 

Por otra parte, los menores de edad tienen un tratamiento jurídico muy perfilado, el cual no 

tiene en cuenta la situación de urgencia ni la presencia de los padres. Se encuentra en el 

Código Civil y en el Código Deontológico56.  

 

En el supuesto de ausencia de los padres, el médico operará según las decisiones que le 

dicte su conciencia profesional para no incurrir en un delito d denegación de asistencia a 

una persona en peligro. Aunque el caso más frecuente en la jurisprudencia es la oposición 

de los padres al tratamiento, en este caso, el artículo 375 del Código Civil, el cual hace una 

interpretación a favor de la vida del menor.  

 

En el caso de negativa de los padres se pone en manos del Procurador de la República que 

lo pone en manos del Juez tutelar quien transfiere la guarda del menor a una persona “apta 

para tomar medidas de urgencia necesarias”57, acostumbra a ser el médico.  

 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
54 Aprobado por el Decreto nº 79-506, “Journal Officiel de la R.F”. 
55 Art. 7 Bulletin de L’ordre des Medicins. 
56 Código Civil artículos del 371 al 375. Código Deontológico artículos 43 y 44.  
57 art. 375 Código Civil.  
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Por tanto, en el derecho francés se puede encontrar regulado legalmente tanto en el Código 

Deontológico como en el Código Civil, con lo que se deduce que “los padres tienen 

derechos no tanto sobre su hijo sino para su hijo”, lo que significa que la solución del 

Código Deontológico coincide con la solución legal que prevean la necesidad de una 

medida en caso de colisión de la voluntad de los padres. 
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8. Derecho español 

 

La falta de regulación en el ámbito legal obliga a la jurisprudencia española a abordar la 

objeción de conciencia a los tratamientos médicos desde una doble perspectiva. En primer 

lugar se encuentra la negativa a la recepción del tratamiento hemotransfusional. La 

segunda se centra en el ámbito penal, concretamente en la posible responsabilidad del juez 

que ordena el tratamiento, ante la negativa del adulto capaz o los padres de un menor.  

 

En comparación con el derecho continental europeo, respecto la riqueza de 

pronunciamientos extranjeros con pluralidad de supuestos como la responsabilidad de los 

padres y cónyuges, contrasta con la limitación de conductas típicas contempladas en el 

ámbito del litigio civil y penal español58.  

 

Se puede deducir que la jurisprudencia española lo ha tratado casi exclusivamente desde el 

punto de vista penal en la posible responsabilidad tanto del Juez como del médico al actuar 

contra el derecho de la libertad religiosa. El Tribunal supremo ha dejado claro que, en 

primer lugar, el Juez no incurrirá en delito cuando autorice hemotransfusiones a menores, 

aún en contra de la voluntad de los padres o tutores. De hecho, el Tribunal Constitucional 

declaró en un Auto de 20 de junio de 1984 que la actuación del juez era la correcta al 

autorizar un tratamiento de transfusión de sangre a una persona mayor de edad capaz que 

se negaba a recibirla. Por lo que queda claro que se deduce una prioridad del derecho a la 

vida frente al derecho a la libertad religiosa. 

 

Hay un supuesto en el que sí se contemplaría la responsabilidad penal del juez, en el caso 

del auxilio omisivo la suicidio, es decir, cuando pudiendo hacerlo no impide la muerte. En 

algunos casos jurisprudenciales aparece la posibilidad de una intención suicida del objetor,  

a lo que la doctrina responde que quien rechaza un tratamiento médico no lo hace por 

deseo de acabar con su vida, sino porque considera que no vale la pena conservar la vida a 

costa de perder la salvación eterna o bien porque cree que los medios naturales son más 

adecuados para obtener su curación59. Es decir, su rechazo al tratamiento no tiene la 

finalidad de morir, sino que hay bienes y formas de vida con un mayor valor al de la propia 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
58  NAVARRO-VALLS, R. MARTÍNEZ-TORRÓN, J. y JUSADO, M.A. Objeción de conciencia a 
tratamientos médicos: Derecho comparado y Derecho español. Madrid, 1988., p. 242. 
59 Ibídem p. 267.	
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vida. Por lo que el legislador español no lo encuadra en un supuesto de intento de suicidio, 

su finalidad no es la de morir.  

 

En el caso de mayores de edad con plena capacidad, se debería respetar su decisión, cabe 

recordar que la legislación sanitaria española prevé y consiente la posibilidad de que el 

enfermo rechace un tratamiento médico si su consentimiento es informado60. Aunque en el 

supuesto de que el mayor de edad tuviera a su cargo hijos menores que le necesitan y 

dependen de él, el juez podría autorizar la aplicación del tratamiento aún con el rechazo del 

paciente a recibirlo.  

 

Por tanto, la jurisprudencia española da una gran importancia a los menores de edad y a su 

derecho a la vida. El menor de edad deberá recibir el tratamiento cuando su vida dependa 

de ello, aún con la no aprobación de los padres o tutores. Aun cuando se trate de supuestos 

de objeción de conciencia a tratamientos médicos por parte de un adulto capaz, éste deberá 

recibir el tratamiento, pues este podría tener a su cargo un menor.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
60 En la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica. 
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9. Análisis jurisprudencial:  

 

Uno de los casos mas conocidos en el ámbito de la objeción de conciencia a los 

tratamientos médicos, y además por parte de un menor, es la Sentencia del Tribunal 

Constitucional 154/2002, de 18 de julio. Este fue el caso que llevó a interesarme por la 

objeción de conciencia a tratamientos médicos y, por tanto, fue lo que me animó a realizar 

este trabajo. Se trata de uno de los casos más importantes del Tribunal Supremo, así como 

la del Tribunal Constitucional sobre éste tema. 

 

El supuesto de hecho trata de un niño, Marcos, de 13 años de edad que sufrió una caída 

mientras iba en bicicleta, aparentemente leve en Ballobar. La lesión se agravó al cabo de 

unos días por lo que los padres acudieron con el menor al médico de la ciudad de Fraga. 

Éste les aconsejó su traslado al hospital Arnau de Vilanova de Lleida, donde tras varias 

pruebas se apreció que el niño necesitaba una transfusión de sangre. Los padres 

manifestaron que su religión no les permitía aceptar el tratamiento debido a que eran 

Testigos de Jehová, y pidieron un tratamiento alternativo. Ante la imposibilidad de un 

tratamiento alternativo los padres solicitaron el alta voluntaria, a lo que el centro 

hospitalario se negó. El cuerpo médico del Hospital solicitó autorización judicial al 

Juzgado de Guardia para practicar la transfusión, y al ser un caso de urgencia vital se le 

concedió. Ante esto, los padres cesaron en su oposición. Sin embargo, cuando se procedía 

a transfundir, fue el niño quien se opuso repetidamente y de forma violenta, por lo que los 

médicos desistieron al considerar que su reacción podría dar lugar a una hemorragia 

cerebral. 

 

Ante esta situación se intentó convencer a Marcos y también a sus padres para que lo 

disuadieran de su oposición, pero sin éxito. Los médicos le concedieron el alta voluntaria 

para el traslado a otro centro, a sabiendas de la inexistencia de un tratamiento alternativo. 

Fue llevado a varios hospitales pero ante la imposibilidad de administrar otro tratamiento, 

se volvió a su domicilio. Cuando el niño estaba en un estado de coma fue trasladado al 

Hospital de Barbastro mediante orden judicial, donde se le procedió a realizar la 

transfusión autorizada por el juez, sin que los padres intentaran impedirla. 

 

Finalmente el niño fue trasladado a otro hospital, donde falleció, el 15 de septiembre de 
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1994.  

 

La Fiscalía de Huesca consideró que los padres debían ser acusados de parricidio, además 

de omisión al deber de socorro. La Audiencia Provincial de Huesca, en la Sentencia de 20 

de noviembre de 1996, absolvió a los padres al considerar que no es exigible, tras llevar a 

su hijo a un centro adecuado, que tuvieran que renunciar a sus convicciones religiosas para 

pasar a pedir una transfusión que para ellos era moralmente inadecuada, no siendo exigible 

tampoco que éstos debieran intentar convencer a su hijo que se sometiera a la transfusión. 

La Audiencia Provincial de Hueca abordó el tema de la objeción de conciencia sosteniendo 

que los menores son titulares del derecho de libertad religiosa, aunque sin resolver si éstos 

pueden ser objetores de conciencia a tratamientos médicos.  

 

Dicho caso llegó al Tribunal Supremo, el cual condenó por Sentencia 950/1997, de 27 de 

junio, a los padres del menor a la pena de 2 años y 6 meses de prisión por un delito de 

homicidio, de comisión por omisión, al entender que debían ser los padres los que 

salvaguardaran la salud del menor al ser titulares de la patria potestad. Además el Tribunal 

sostiene que los padres no pueden objetar el tratamiento de su hijo. Tenían el deber legal y 

moral de hacer todo lo necesario para evitar cualquier situación que pudiese poner la  salud 

o la vida de Marcos en peligro, “estando obligados a proporcionar a su hijo la asistencia 

médica que hubiere precisado”.  

 

El Tribunal Supremo no se plantea el tema de la posible madurez de una persona de trece 

años, así como tampoco el supuesto de que pasaría si fuera la ley la que obligara a tener el 

consentimiento del niño. Al tratarse de un menor, el Tribunal deja toda la responsabilidad 

en manos de los padres.  

 

La sentencia del Tribunal Supremo fue recurrida mediante recurso de amparo ante el 

Tribunal Constitucional español, resolviendo en Sentencia 154/2002, de 18 de julio. El 

recurso se fundamentaba en la violación de los derechos fundamentales a la libertad 

religiosa y a la integridad física y moral, protegidos por los artículos 16.1 y 15 de la 

Constitución española.  

 

El Tribunal Constitucional introduce en la discusión sobre la objeción de conciencia a 
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tratamientos médicos, si era el menor estaba el que estaba ejerciendo un derecho de 

autodeterminación mediante un derecho fundamental a la integridad física, pero según el 

Tribunal no tenía madurez suficiente.  

 

Finalmente, el Tribunal Constitucional llega a una conclusión similar a la de la Audiencia 

Provincial de Huesca, por lo que el Tribunal otorga el amparo solicitado y reconoce que se 

ha vulnerado el derecho fundamental de la libertad religiosa de los padres, por lo que anula 

la sentencia condenatoria del Tribunal Supremo. En esta sentencia, el Tribunal 

constitucional parece que niega al menor, independientemente de su madurez, que esté 

capacitado para formular objeción de conciencia a un tratamiento médico que sea vital. 

 

Por otra parte, también cabe destacar el Auto del Tribunal Constitucional nº 369/1984, 

de 20 de junio. En este caso, a la esposa del demandante se le sugirió, por parte del 

médico que la atendía, la necesidad de una transfusión de sangre para resolver diversos 

problemas hemorrágicos que le habían aparecido a raíz de un parto, y ante la negativa de 

ésta y de su esposo por razones de sus creencias religiosas, al ser los dos Testigos de 

Jehová, se obtuvo del Juzgado de Guardia núm.4 de los de Primera Instancia e Instrucción 

de Santa Cruz de Tenerife, una autorización para practicar la transfusión.  

 

Practicadas las transfusiones necesarias, la mujer murió cuatro días después. Es por eso 

que, el marido exigió responsabilidad criminal del Magistrado-Juez que autorizó la 

transfusión, pero el Tribunal Supremo no admitió la querella. Posteriormente interpuso un 

recurso de súplica, también desestimado.  

 

La demanda de amparo ante el Tribunal Constitucional se fundamenta en la vulneración de 

los derechos que recogen los artículos 24.1, 15 y 16 de la Constitución, es decir, por los 

delitos de coacción, contra la libertad religiosa e imprudencia temeraria con resultado de 

muerte.  

 

En primer lugar, el Tribunal excluyó el delito de coacciones, al entender que existía una 

autorización derivada de los artículos 3 y 5 de la LOLR 7/1980, ya que el derecho que 

garantiza el artículo 16 de la Constitución en relación a la libertad religiosa, tiene como 

límite la salud de las personas, según el anterior artículo 3, y es por eso que el Magistrado-
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Juez autorizó la transfusión.  

 

Por otra parte, el Tribunal negó la exigencia del delito culposo. El juez, según dice la 

sentencia, “no había inobservado la diligencia exigible en el cumplimiento de su deber”, 

ya que confió en la solicitud de los médicos que habían valorado la urgente necesidad de la 

transfusión de sangre para conservar la vida de la paciente, actuando de acuerdo a la “lex 

artis” y a sus conocimientos técnicos y profesionales.   

 

Finalmente, el Tribunal Constitucional inadmitió la demanda. Lo que se desprende de 

dicha sentencia es que la actuación del juez es legítima. Aún siendo el rechazo por parte de 

un adulto capaz, sabiendo que la negativa producirá la muerte, no justifica su decisión.  

 

Estos dos casos son los más relevantes en la jurisprudencia española que hacen referencia a 

la objeción de conciencia a tratamientos médicos. En el primer supuesto el sujeto afectado 

era un menor, y en el segundo un adulto capaz. El respeto por las convicciones religiosas e 

ideológicas que conlleva el rechazo de determinados tratamientos médicos, como la 

transfusión de sangre y hemoderivados, adquiere especial relevancia cuando entra en 

colisión con el derecho a la vida.  

 

En este ámbito, según el Auto 28/2011, de 25 de enero de 2012, de la Audiencia Provincial 

de Lleida, existe una evolución jurisprudencial hacía la flexibilización y el respeto de la 

decisión “capaz, libre, voluntaria y consciente” de un paciente mayor de edad a 

determinados tratamientos médicos. Según el Auto,  “ha de resultar francamente difícil 

para los profesionales médicos mantener una actitud pasiva que, a la postre, pueda 

desembocar en el fallecimiento del paciente que no acepta la transfusión y probablemente 

por ello la propia Ley 41/2002 (art. 21) ha previsto para estos casos la posibilidad de alta 

voluntaria, pudiéndose disponer el alta forzosa si la misma no fuera aceptada por el 

paciente”61. Aunque con los adelantos médicos, en supuestos en que hayan tratamientos 

alternativos, y ante la negativa persistente al alta, se podrá someter la cuestión a la 

autoridad judicial para que confirme o revoque la decisión.  

 

Otro supuesto sería que el sujeto, siendo conocedor de los riesgos existentes al recibir la 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
61 Auto 28/2011, de 25 de enero de 2012, de la Audiencia Provincial de Lleida. 
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información debida, haya manifestado libremente y por escrito que, en caso de necesitar 

una transfusión, ésta no se practique. Pero los facultativos pueden encontrarse con la 

necesidad durante la intervención posterior. En estos casos, los médicos pueden plantear la 

posibilidad de realizar la transfusión mediante autorización judicial, aunque no siempre se 

conceden, tal como establecen algunas sentencias que estiman los recursos de apelación 

contra autos que sí han autorizado transfusiones en esta situación como el Auto 2133/2004 

de la audiencia Provincial de Donostia-San Sebastián, de 22 de septiembre de 2004.  

 

Se puede observar que los casos de objeción a tratamientos médicos son muy dispersos, y, 

por este motivo, su regulación resulta difícil. La opinión de la doctrina, junto con la Ley 

41/2002, reconoce que un adulto capaz puede oponer su objeción al tratamiento médico, a 

excepción de que con ello ponga en peligro derechos o intereses ajenos o bien, ponga en 

peligro la salud pública. Por lo que en casos de urgencia de un adulto capaz la solución es 

mas difusa, según tenga personas a su cargo o no y atendiendo a la urgencia del 

tratamiento médico. En el menor de edad, en cambio, la jurisprudencia tiene claro que lo 

que debe primar es el derecho a la vida, independientemente de la opinión de los padres en 

casos de urgencia.  
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10. Conclusiones 

 

Los supuestos de negativa al cumplimiento de determinados mandatos legales, que aspiran 

a lograr su reconocimiento jurídico para que los sujetos afectados puedan verse tutelados, 

constituye, y cada vez más, un conjunto muy amplio y dispar desde el punto de vista de los 

comportamientos que provocan la objeción y sus justificaciones.  

 

La objeción de conciencia, es una forma de desobediencia al derecho, pero con un 

significado, unos fundamentos y unas características muy peculiares que la diferencian de 

otras figuras similares. Es la lucha entre la moral y las normas jurídicas, en la que para el 

objetor prevalece la primera ante todo. Aunque existe la defensa de la objeción de 

conciencia con argumentos jurídicos, es sólo en el ámbito del servicio militar donde recibe 

tratamiento constitucional y legal. Como consecuencia de esta vacatio legis, ha obligado a 

la jurisprudencia, en los demás casos, a definir la objeción de conciencia como 

manifestación de la libertad ideológica reconocida en el artículo 16.1 de la Constitución, 

como un derecho fundamental de aplicación directa. 

 

En ésta situación se encuentra la objeción de conciencia a tratamientos médicos. Se trata de 

la oposición de determinadas confesiones a recibir tratamientos médicos que sus creencias 

no permiten. Con el aumento de confesiones religiosas y de nuevos movimientos religiosos 

en nuestra sociedad, a pesar de que la más conocida es la de los Testigos de Jehová, se ha 

incrementado el número de casos de objeción de conciencia a tratamientos médicos y ello 

ha obligado a que la jurisprudencia se haya tenido que pronunciar al respecto.  

 

Del análisis realizado en este trabajo hemos podido observar que cada sujeto tiene un 

tratamiento distinto según su capacidad. Así pues los adultos tienen el derecho a que les 

sea respetada la voluntad de no recibir determinados tratamientos médicos en el caso de 

que sea un sujeto capaz, aunque hay determinados matices que se desvían de esta corriente, 

en el caso de haber menores que dependan de éste se va a priorizar el derecho a la vida. 

 

En el caso de los menores, en muchos supuestos se discute sobre la madurez de éste para 

poder objetar al tratamiento. Por otra parte, no hay duda que en el caso de un adulto 

incapaz o un menor que requieran de forma urgente para la salvaguarda de la vida de un 
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determinado tratamiento, éste se les aplicará sin informar al Juez. Dicha decisión se 

ampara en la protección al menor, tal como lo ha establecido la Circular de la Fiscalía en 

2012, la cual ha supuesto un gran adelanto en la regulación de la objeción de conciencia a 

tratamientos médicos para los menores de edad.  

 

Aunque se discuta sobre la edad o la capacidad del sujeto, al final parece clara que la 

posición del legislador es la de proteger la vida de las personas en la medida de lo posible, 

según se ha podido apreciar en la jurisprudencia analizada. Las sentencias han marcado el 

camino de la objeción de conciencia a tratamientos médicos en España, aunque también lo 

han hecho en el derecho comparado.  

 

La realización del trabajo en relación a la objeción de conciencia a tratamientos médicos 

ha sido complejo, pues se trata de un tema con gran impacto en la sociedad y a la vez sin 

un conocimiento jurídico sobre éste. La información sobre la objeción de conciencia es 

muy amplia, ya que hay muchos ámbitos donde ésta entra en juego, pero en el terreno de 

tratamientos médicos resulta muy escasa y compleja. La falta de regulación legal supone 

un punto en contra para su conocimiento de cara a la sociedad, aunque con la Circular de la 

Fiscalía, la cual es relativamente nueva, se deja entrever que sigue siendo un problema 

muy actual y que aún necesita mucho recorrido para tener mayor reconocimiento. 
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